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de terceros, entre las que destaca la necesaria publicidad tanto de la situa-
ción de unipersonalidad –originaria o sobrevenida– como de la identidad 
del socio, sancionándose en otro caso su omisión con la responsabilidad 
personal e ilimitada de este último (cfr. artículos 126 y 129 de la Ley de 
Sociedades de Responsabilidad Limitada). Esta fundamental cautela se 
articula sobre la base del respeto a los principios generales del sistema 
registral, y entre ellos el de necesidad, salvo en los casos excepcionales 
expresamente exceptuados, de titulación pública para la práctica de cual-
quier asiento en el Registro (cfr. artículos 18.1 del Código de Comercio y 
5 del Reglamento del Registro Mercantil), por lo que se exige que la decla-
ración de situación de unipersonalidad, la pérdida de la misma o el cam-
bio de socio único conste en escritura pública (artículo 126 de la Ley).

Por otra parte, dada la especial trascendencia de los asientos registra-
les, que tienen alcance «erga omnes», gozan de la presunción de exactitud 
y validez (artículo 3 del Reglamento del Registro Mercantil) y se hallan 
bajo la salvaguardia jurisdiccional (artículo 1 de dicho Reglamento), se 
hace necesario exigir la máxima certeza jurídica de los documentos que 
acceden al Registro, no sólo por lo que se refiere a la veracidad y exacti-
tud del contenido de éstos, sino también respecto de la legitimación para 
expedirlos. Por ello, el artículo 203.1 del Reglamento del Registro Mercan-
til establece que la escritura pública que documente la declaración de 
unipersonalidad habrá de ser otorgada por quienes tengan la facultad de 
elevar a instrumento público los acuerdos sociales –conforme a los artí-
culos 108 y 109 de dicho Reglamento– y que, como base para el otorga-
miento, se habrá de exhibir al Notario autorizante el Libro-Registro de 
Socios, testimonio notarial del mismo o certificación de su contenido.

De la redacción de la específica norma reglamentaria se deduce como 
un «prius», que la unipersonalidad conste en el libro registro de socios 
antes del otorgamiento de la escritura a través de la que dicha situación 
alcance publicidad en el Registro Mercantil. Pero ante la peculiaridad del 
caso, en el que esa declaración de unipersonalidad –en concreto consis-
tente en el cambio de socio único– se hace en la misma escritura que da 
acogida al negocio de transmisión de participaciones sociales que provo-
can tal resultado, no puede llevarse aquella exigencia a sus últimos extre-
mos, en el sentido de que la toma de razón en tal libro se acredite por 
alguno de los medios previstos en aquella norma, por lo que debe admi-
tirse a tal fin virtualidad suficiente a la declaración del administrador 
único, el encargado de la llevanza de dicho libro y de certificar de su con-
tenido [cfr. artículos 27.3 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad 
Limitada y 109.1.b) del Reglamento del Registro Mercantil].

Ciertamente la redacción de la norma reglamentaria parte de la base 
de que la declaración de unipersonalidad es una declaración autónoma 
respecto de cualquier acto o negocio, destinada inscribir en el Registro 
Mercantil el resultado que arroje previamente el libro registro de socios.

Con ello se dará siempre un desfase temporal entre el reflejo de ese 
hecho en el libro registro, indirectamente a través de la constancia en el 
mismo de la transmisión que lo provoque, y su publicidad registral. Es 
algo normal, pues también aquel reflejo en el libro será posterior al 
momento en que el hecho se haya producido, que será el de la transmi-
sión, cuya comunicación a la sociedad determina ya, por el conocimiento 
que ésta adquiere del mismo, la legitimación para el ejercicio de los dere-
chos de socio (cfr. artículo 26 de la misma Ley), aun cuando aún no haya 
accedido al repetido libro, lo que exige la previa calificación por el órgano 
de administración de la regularidad de la transmisión, no ya en cuanto a 
la validez del negocio, que no es de su competencia, pero sí en lo atinente 
al respeto de las exigencias estatutarias, en especial las limitaciones a que 
la transmisión estuviera sujeta.

Resultan plenamente lógicas, por ello, las exigencias reglamentarias 
tanto en cuanto a la legitimación como a la base para la declaración en 
instrumento público de la unipersonalidad, sin que aquel desfase tempo-
ral sea relevante habida cuenta del plazo que el artículo 129 de la Ley 
concede para que se desencadenen las consecuencias que establece. Ni la 
declaración hecha por quien carezca de aquélla legitimación, incluso aun-
que sea por el socio único, ni por quien aún teniéndola no se base en la 
acreditación del contenido del libro registro de socios, puede ser en prin-
cipio eficaz a efectos registrales. En concreto, la declaración hecha por 
un administrador, sea único o solidario, sobre la existencia de uniperso-
nalidad sin tal base justificativa es insuficiente pues se trataría de una 
declaración de ciencia o conocimiento sujeta a posible error que no cons-
tituiría falsedad.

Ahora bien, cuando la declaración de cambio de socio único se con-
tiene en la misma escritura mediante la que se formaliza la transmisión 
que lo determina puede aquélla hacerse constar en el Registro si, con 
dicho instrumento público aparecen satisfechas todas las garantías que se 
pretende lograr con la base documental a que se refiere el mencionado 
artículo 203.1 del Reglamento del Registro Mercantil. Y así acontece en 
este caso, toda vez que en la misma escritura calificada el administrador 
único, como órgano competente para la llevanza y custodia del mencio-
nado libro registro de socios, declara que la transmisión de las participa-
ciones ya ha producido el efecto señalado y asume el compromiso de 

hacerlo constar en aquél, de suerte que está confirmando la regularidad 
de tal transmisión.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la 
calificación del Registrador en los términos que resultan de los preceden-
tes fundamentos de derecho.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Mercantil de la capital de la Pro-
vincia en que radica el Registro, en el plazo de dos meses desde su notifi-
cación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en la disposición adicional vigésima cuarta de la 
Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y los artículos 325 y 328 de la Ley Hipo-
tecaria.

Madrid, 20 de mayo de 2006.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 11176 RESOLUCIÓN de 11 de mayo de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, sobre conflicto de 
competencia, en expediente sobre inscripción de filiación 
paterna no matrimonial.

En las actuaciones sobre conflicto de competencia remitidas para 
resolución a este Centro Directivo por la Juez Encargada del Registro 
Civil de B.

I. Vistos los artículos 16 de la Ley del Registro Civil; 46 y 68 de su 
Reglamento y las Resoluciones de 20-2.ª de febrero de 2002, 17-2.ª de abril 
de 2004 e Instrucción de 28 de febrero de 2006 sobre competencia del 
Registro Civil Central en materia de nacionalidad y adopciones interna-
cionales.

II. La cuestión planteada en el presente expediente se suscita con 
ocasión de la inscripción del reconocimiento de un hijo no matrimonial 
por parte de su padre, al que presta consentimiento la madre. Dicho reco-
nocimiento se efectúa mediante comparecencia de 30 de junio de 2005 
ante la Juez Encargada del Registro Civil de B. advirtiéndose entonces por 
parte de ésta que la inscripción de nacimiento del reconocido se había 
practicado por el Juez de Paz Encargado del Registro Civil de A., depen-
diente del Registro de B. y carente de competencia para la inscripción, sin 
que hubiese instado y recibido la instrucción, exigida por el artículo 46 del 
Reglamento del Registro Civil, por parte de la Juez Encargada del Regis-
tro de B. A la vista de ello dicha Encargada dictó auto por el que acordaba 
rectificar ese defecto formal detectado con cancelación de la inscripción, 
informaba favorablemente el reconocimiento paterno del nacido y orde-
naba la remisión del expediente al Registro Civil de L., por considerar que, 
por ser el lugar de nacimiento, era el competente para la práctica, por 
traslado, de la inscripción de nacimiento. Recibido el expediente por el 
Registro de L., el Juez Encargado dictó providencia de 15 de febrero de 
2006 acordando no haber lugar a la inscripción interesada, porque esti-
maba correcta la practicada por el Registro de A., basándose en que el 
artículo 16 n.º2 de la Ley del Registro Civil no distingue para determinar la 
competencia registral entre hijos matrimoniales y no matrimoniales. En 
consecuencia devolvió el expediente al Registro de procedencia. A la 
vista de ello la Juez Encargada del Registro de B. elevó las actuaciones a 
este Centro Directivo.

III. La cuestión de competencia planteada refleja una aparente anti-
nomia entre, por un lado, el párrafo segundo del artículo 46 del Regla-
mento del Registro Civil que limita la competencia de los Jueces de Paz 
encargados de los Registros civiles delegados, en materia de nacimiento, 
a las inscripciones dentro de plazo de los hijos habidos en matrimonio, 
añadiendo el párrafo tercero de la misma norma que «No deberá, sin 
embargo, extender ningún otro asiento, salvo en casos de urgente necesi-
dad, sin recibir instrucción particular y por escrito del Encargado, solici-
tada y despachada inmediatamente, la cual será archivada con los demás 
antecedentes relativos al asiento, reservándose minuta al Encargado» y, 
por otro lado, el párrafo segundo del artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, introducida por la reforma operada por Ley 4/1991, de 10 de enero, 
que reconoce un fuero registral electivo respecto de los nacimientos acae-
cidos en territorio español, cuando su inscripción se solicite dentro de 
plazo, a favor del progenitor o progenitores legalmente conocidos de 
forma que, siempre que actúen de común acuerdo, podrán solicitar que la 
inscripción se practique en el Registro Civil municipal correspondiente a 
su domicilio, y ello sin distinguir en función de que la filiación del menor 
sea matrimonial o extramatrimonial.

Ello supone que en caso de que los interesados estén domiciliados en 
poblaciones en que no tenga fijada su capitalidad un Juzgado de Primera 
Instancia, el Registro Civil de tal municipio no será principal sino dele-
gado y su llevanza corresponderá no a un Magistrado o Juez de Primera 
Instancia, sino a un Juez de Paz. Desde este punto de vista la reforma 
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citada introducida en 1991 plantearía el inconveniente de atribuir funcio-
nes registrales en muchas ocasiones complejas, especialmente en los 
casos de filiación no matrimonial en que no entran en juego las presuncio-
nes de paternidad matrimonial, a órganos registrales cuya preparación 
jurídica no es la más idónea para abordar problemas de tal complejidad.

Esta realidad sobre la especialización jurídica es la que justifica la 
limitación funcional a que quedan constreñidos dichos Registros delega-
dos conforme a lo dispuesto por el párrafo segundo del artículo 46 del 
Reglamento del Registro Civil, que restringe sus atribuciones a las «ins-
cripciones dentro de plazo de nacimiento de hijos habidos en matrimonio, 
las ordinarias de defunción, las de matrimonio en forma religiosa 
mediante la certificación respectiva, las de matrimonio civil cuyo previo 
expediente haya instruido, y las notas marginales que no sean de rectifica-
ción o cancelación». No pueden extender dichos Registros delegados 
ningún otro asiento «sin recibir instrucción particular y por escrito del 
Encargado, solicitada y despachada inmediatamente, la cual será archi-
vada con los demás antecedentes relativos al asiento, reservándose 
minuta el Encargado», lo cual supone residenciar la función de califica-
ción en tales casos en el Juez Encargado del Registro Civil de que dependa 
el delegado, el cual inscribirá bajo los criterios de calificación y con arre-
glo a la minuta del asiento que le haya comunicado el Juez Encargado.

IV. La cuestión así planteada resuelve la aparente antinomia antes 
mencionada, pues será competente para la inscripción del nacimiento en 
las hipótesis del párrafo segundo del artículo 16 de la Ley el Registro Civil 
municipal del domicilio de los padres, aunque sea un Registro delegado a 
cargo de un Juez de Paz, pero sujetando esta inscripción en el caso de 
hijos no matrimoniales a las reglas de procedimiento y calificación previs-
tas en el artículo 46 del Reglamento del Registro Civil, esto es, se reque-
rirá un acuerdo calificador positivo del Encargado del Registro Civil 
principal del que dependa el del domicilio de los progenitores que será 
plasmado en las correspondientes instrucciones y minuta que comuni-
cará a este último.

En consecuencia no estamos en el caso del presente recurso ante un 
defecto formal de la inscripción consistente en la falta de competencia 
territorial o material del Registro civil en que la inscripción debatida se 
practicó, sino eventualmente ante otro defecto formal consistente bien en 
la no acreditación adecuada del domicilio de los padres, bien en la falta de 
previa instrucción del Encargado del Registro Civil principal al delegado, 
por lo que, sin perjuicio de la posible subsanación del defecto en que 
incurrió la inscripción por medio de una intervención convalidatoria «a 
posteriori» del Encargado del Registro Civil principal, no cabe utilizar en 
este caso el mecanismo corrector que para los supuestos de falta de com-
petencia contempla el artículo 95 n.º 3 de la Ley del Registro Civil en 
conexión con el artículo 298 n.º 1 del Reglamento a través del traslado 
formal de la inscripción incorrecta al Registro competente, acordado 
mediante expediente registral.

V. Finalmente abona también la tesis de la conservación de la ins-
cripción practicada la consideración, concurrente con el principio del 
«favor actis», de que en la aplicación de las normas han de tenerse en 
cuenta y ponderarse las circunstancias concurrentes en el caso concreto 
de que se trate (cfr. art. 3 C.c.) evitando que, con el fin de salvaguardar 
unos intereses, resulten perjudicados otros dignos de protección y ampa-
rados por la Ley. Es lo que considera y pretende este Centro Directivo en 
la resolución de este recurso, porque entiende que de no reconocerse la 
validez de la inscripción practicada podrían perjudicarse los intereses del 
menor inscrito (de entrada se habría conculcado su derecho a obtener 
una inscripción de su nacimiento de forma inmediata, proclamado por el 
artículo 7 de la Convención de los Derechos del Niño hecha por la Asam-
blea General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, ratificada 
por España el 30 de noviembre de 1990) y, por dicho motivo y por razones 
concurrentes derivadas del principio de seguridad jurídica, el interés de la 
menor debe primar (cfr. art. 2 LO. 1/1996, de 15 de enero).

No ha de olvidarse, como dice la Sentencia del Tribunal Supremo de 1 
de marzo de 1991 que «en el conflicto que se suscita en orden a la preva-
lencia de los principios de «legalidad» y de «seguridad jurídica» tiene 
primacía el último –seguridad jurídica-, cuando concurre la circunstancia 
propia de otro que, aunque no extraño a la «bona fides» que informa a 
nuestro Ordenamiento jurídico, ha sido acuñado por reiteradas senten-
cias del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, de la que España 
forma parte que consiste en el denominado principio de protección de la 
confianza legítima al que tiene derecho todo ciudadano en sus relaciones 
con la Administración», principio que posteriormente fue asumido por la 
jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo y finalmente incorporado a 
nuestro Derecho positivo, según resulta de la nueva redacción dada al 
artículo 3.1 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común por la Ley 4/1999, de 13 de 
enero, principio de confianza legítima que ha de ser aplicado, no cuando 
se produzca cualquier tipo de convicción psicológica en el particular afec-
tado, sino más bien cuando se basa en signos externos producidos por la 
Administración lo suficientemente concluyentes para que le induzcan 
razonablemente a confiar en la legalidad de la actuación administrativa, 

unido a que, dada la ponderación de intereses en juego –interés individual 
e interés general-la revocación del acto, hace crecer en el beneficiario que 
confió razonablemente en dicha situación administrativa –en este caso la 
inscripción de nacimiento del menor en el Registro Civil –unos perjuicios 
que no tiene por qué soportar. Y, como ya tuvo ocasión de poner de mani-
fiesto este Centro Directivo en su Resolución de 17-2.ª de abril de 2004, no 
hay motivo para excluir la aplicación de tal principio del ámbito del Regis-
tro Civil haciendo prevalecer una norma meramente reglamentaria como 
es la contenida en el artículo 46 del Reglamento del Registro Civil a un 
principio jurídico consagrado por la jurisprudencia, por la Ley y por la 
propia Constitución (cfr. art. 9) como vinculado al concepto de seguridad 
jurídica.

Esta Dirección General ha acordado resolver el conflicto de compe-
tencias suscitado declarando competente el Registro Civil de A. en que se 
practicó la inscripción de nacimiento del menor E., sin perjuicio de la 
convalidación del defecto formal advertido en la forma que resulta de los 
anteriores fundamentos.

Madrid, 11 de mayo de 2006.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 
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 11177 REAL DECRETO 768/2006, de 16 de junio, por el que se 

concede la Gran Cruz del Mérito Militar con distintivo 
blanco, a las personas que se citan.

En atención a los méritos y circunstancias que concurren en las perso-
nas que a continuación se relacionan, a propuesta del Ministro de Defensa 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 16 de 
junio de 2006,

Vengo en concederle la Gran Cruz del Mérito Militar con distintivo 
blanco:

Almirante del Cuerpo General de la Armada, don Mario Rafael Sán-
chez-Barriga Fernández.

General de División del Cuerpo General del Ejército del Aire, don José 
Luis Martínez Climent.

General Consejero Togado del Cuerpo Jurídico Militar don Benito José 
Egido Trillo-Figueroa.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don José Pérez Aragón.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don Jorge Viñe Blanco.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don José María Gutiérrez Balduque.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don Carlos Álvarez Abeilhe.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don Juan Esteban Verastegui.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don Jaime Domínguez Buj.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don Pedro Antonio Pérez-Andreu Díaz.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don Agustín Ricardo Azabal Huertos.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don Rafael Esparza Arroyo.

General de Brigada del Cuerpo General de las Armas del Ejército de 
Tierra, don Francisco Javier Artero Pamplona.

General de Brigada del Cuerpo de Intendencia del Ejército de Tierra, 
don Carlos Mateo Bordoy.

General Auditor del Cuerpo Jurídico Militar, don Ignacio de las Rivas 
Aramburu.

General de Brigada del Cuerpo de la Guardia Civil, don Juan Ramos 
Herraiz.

General de Brigada del Cuerpo de la Guardia Civil, don Rogelio Martí-
nez Masegosa.

General de Brigada del Cuerpo de la Guardia Civil, don Antonio 
Torrado Reyes.

General de Brigada del Cuerpo de la Guardia Civil, don Antonio 
Carrascosa Carrascosa.

General de Ejército del Ejército de Tierra de Francia, señor Bernard 
Thorette. 

Teniente General del Ejército de Tierra de Italia, señor Mauro del
Vecchio. 


